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Sobre:  

 
Impugnación de 

Laudo de Arbitraje 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 

la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González 

Colom García, Jueza Ponente 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece, Suiza Dairy, Corp. [Suiza] quien nos solicita  

la revisión de la sentencia que emitió el 27 de febrero de 2014 el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan [TPI].  Mediante 

dicho dictamen el TPI denegó la Solicitud de Revisión de Laudo 

de Arbitraje que presentó Suiza.  Esta solicitó reconsideración 

más el TPI la denegó. 

 Luego de un examen del expediente, resolvemos que 

procede expedir el auto y revocar la determinación del TPI.   

ANTECEDENTES 

 Lucas Martínez Villalta [Martínez Villalta] trabajaba para 

Suiza como vendedor.  Suiza lo despidió, efectivo el 27 de enero 

de 2010, por haber violentado las siguientes reglas de conducta: 

Regla 11 (usar vocabulario obsceno, malas palabras, alzar la 
voz innecesariamente o utilizar lenguaje insultante hacia 

compañeros de trabajo, personal gerencial, clientes o 
terceras personas.…)  Medida disciplinaria dependerá de los 

hechos de cada caso y podrá incluir desde una advertencia 
hasta el despido. 

 

Regla 7. Posesión de propiedad ajena sin autorización:  
Primera ofensa:  Despido. 

 
Regla 23:  Ineficiencia en el desempeño de las labores, lo 

cual incluye realizar las labores asignadas tardíamente, o de 
una forma distinta a la requerida. 
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Desde una advertencia en la primera ofensa hasta el despido 
en la cuarta ofensa. 

 
Regla 40:  Se prohíbe el uso de la propiedad de la Compañía 

para uso personal sin la autorización escrita del supervisor 
inmediato.  Tampoco se puede prestar ni disponer de forma 
alguna de la propiedad de la Compañía sin autorización 

escrita del supervisor inmediato. 
 

Desde advertencia escrita en la primera ofensa hasta despido 
en la última ofensa. 

 

Regla 47:  La violación de un total de cuatro (4) reglas de 
disciplina, aunque sean reglas distintas con medidas 

disciplinarias distintas, durante el periodo de un (1) año a 
partir de la primera violación.   

 Primera vez es despido. 

 

 En desacuerdo con la determinación del patrono, la Unión 

Movimiento Solidario Sindical [Unión], en representación de 

Martínez Villalta, presentó la querella A-10-1919 ante el 

Negociado de Conciliación y Arbitraje del Departamento del 

Trabajo [Negociado].  La audiencia se efectuó el 9 de junio de 

2011 en el Negociado.  No hubo acuerdo de sumisión, por lo que 

las partes presentaron sus respectivos proyectos.  El árbitro 

escogió el proyecto que sometió el patrono, por entender que el 

asunto a resolver estaba contenido en dicha propuesta.   El 

acuerdo de sumisión seleccionado disponía lo siguiente: 

Que el Honorable Árbitro determine, de acuerdo al 

convenio colectivo, la prueba y el derecho vigente 
aplicable, si el despido del Sr. Lucas Martínez, estuvo o 

no justificado.  De determinarse que estuvo justificado, 

el Árbitro procederá con la desestimación con perjuicio 
de la querella.  De determinarse que dicho despido no 

estuvo justificado, proveerá el remedio adecuado. 
 

 Luego de evaluar la prueba, el 26 de mayo de 2013 el 

Árbitro emitió el correspondiente laudo.  Concluyó que no fueron 

probadas todas las reglas imputadas.  Por tanto, el despido del 

querellante no procedía y ordenó la reposición del empleado, sin 

paga atrasada.  Expresó en el laudo que “[e]l despido no estuvo 

justificado, se ordena la reposición sin paga del empleado 

reclamante”. 
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 En desacuerdo con el laudo, Suiza presentó ante el TPI la 

Solicitud de Revisión de Laudo de Arbitraje Laboral.  Suiza 

arguyó que el Árbitro incidió de la siguiente manera: 

1) Erró el árbitro al determinar que el despido del 

querellante no estuvo justificado, descartando así la 

adecuada interpretación y alcance jurídico de los 

postulados de la Ley 80; 

 

2) Erró el árbitro al no otorgarle el debido alcance a la 

prueba documental y testifical desfilada por el patrono, 

máxime cuando la misma no fue controvertida ni 

impugnada en ningún momento durante la vista de 

arbitraje; 

 

3) Erró el árbitro al no circunscribirse al claro lenguaje de 

la carta de despido cursada al querellante, en donde 

expresamente se establecen las razones para el 

despido; violación a las Reglas 7, 11, 23, 40 y 47 de las 

Reglas de Conducta de la Compañía; 

 

4) Erró el árbitro al no justificar el despido del querellante, 

a pesar de reconocer las violaciones de éste a las 

políticas de venta, cobro y cuadre; a las reglas de 

conducta; a los reglamentos y al convenio colectivo. 

 

5) Erró el árbitro en su determinación, a pesar de haber 

concluido que las sanciones fueron probadas; 

descartando toda la prueba y aplicando su propio 

criterio, demostrando así perjuicio y parcialidad. 

 

6) Erró el árbitro al determinar no probado los hechos 

imputados en la violación de la Regla de Conducta #7, 

al éste alterar el quantum de prueba de uno de 

preponderancia de la prueba a un quantum mayor de 

prueba clara y convincente. 

 

7) Erró el árbitro al determinar que Suiza aplicó una 

amonestación escrita como sanción al querellante, por 

la violación a la Regla de Conducta Núm. 11, sin tener 

base para ello y adoptando un lenguaje no sostenido 

por la carta de despido, ni la prueba. 

 

8) Erró el árbitro al concluir que el despido del reclamante 

se impuso por la Regla de Conducta Núm. 47. 

 

El TPI le concedió término a la Unión para que expusiera 

su posición, mas no lo hizo, por lo que el Tribunal procedió a 
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emitir su dictamen.  En la Sentencia el TPI reprodujo las 

determinaciones de hechos esbozadas en el Laudo, expuso las 

normas de derecho que rigen  el arbitraje laboral, la revisión de 

laudos y el convenio colectivo.   Luego, sin realizar un análisis 

independiente de los señalamientos de error, el TPI concluyó lo 

siguiente: 

Suiza Dairy Corp. no le ha demostrado al Tribunal la 

inexistencia de:  (a) Fraude; (b) conducta impropia; (c) 
falta del debido proceso de ley en la celebración de la 

vista; (d) violación de política pública; (e) falta de 

jurisdicción o (f) que el laudo no resuelve todas las 
cuestiones en controversia que se sometieron. Condado 

Plaza v. Asoc. De Empleados Casinos de P.R., 149 DPR 
347 (1999).  En virtud de ello, no encontramos base 

alguna para sustituir el criterio del árbitro por el 
nuestro. 

[…] por lo que nos abstenemos de intervenir con la 
determinación del árbitro. 

 
 Inconforme con la decisión del tribunal de instancia, y 

luego haber solicitado infructuosa reconsideración, Suiza solicitó 

nuestra revisión.  Alegó la comisión de los siguientes errores del 

TPI: 

PRIMERO:  EL TPI NO RESOLVIÓ LA CONTROVERSIA CONFORME A 

DERECHO, CONFORME AL ACUERDO DE SUMISIÓN Y AL CONVENIO 

COLECTIVO. 

 
 SEGUNDO: EL TPI TENÍA QUE ENTRAR A CONSIDERAR EL LAUDO 

EMITIDO, NO PODÍA DARLE DEFERENCIA AL MISMO YA QUE EL 

ÁRBITRO ESCOGIÓ LA SUMISIÓN DEL PATRONO QUE REQUIERE QUE 

EL LAUDO FUERA CONFORME AL DEBIDO PROCESO DE LEY.  DE LA 

PROPIA SENTENCIA DEL TRIBUNAL SE DESPRENDE QUE EL 

TRIBUNAL NO REVISÓ LOS ERRORES SEÑALADOS EN LA 

IMPUGNACIÓN DEL LAUDO PRESENTADA POR SUIZA. 

 

 El recurso se presentó el 9 de marzo de 2016.  El recurrido 

Martínez Villalta no se opuso a la expedición del auto en el 

término que concede el Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones1, por lo que, transcurridos más de seis meses de 

presentado el recurso, lo dimos por perfeccionado.   

                                                 
1 Regla 37 Regla 37 (A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-
B, R. 37 (A).   
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 Procedemos a evaluar de forma conjunta los 

señalamientos de error. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

 En Puerto Rico existe una vigorosa política pública a favor 

del arbitraje obrero-patronal. Aut.de los Puertos v. HEO, 186 

DPR 417 (2012); C.F.S.E. v. Unión de Médicos de la C.F.S.E., 

170 DPR 443, 448 (2007).  Las facultades decisorias y 

remediales del árbitro “emanan del acuerdo de sumisión y del 

convenio colectivo existente entre patrono y unión”. C.O.P.R. v. 

S.P.U., 181 DPR 299 (2011); Sonic Knitting Indus., Inc. v. Int'l 

Ladies Garment, Etc., 106 DPR 557, 561 (1977), citando a J.R.T. 

v. Otis Elevator Co., 105 DPR 195 (1976).  Por ello, se ha 

expresado que “cuando se acuerda el uso del arbitraje como 

mecanismo para ajustar las controversias, se crea un foro 

sustituto a los tribunales de justicia, cuya interpretación merece 

gran deferencia”. C.F.S.E. v. Unión de Médicos de la C.F.S.E., 

supra.  Ante un convenio de arbitraje lo más prudente es la 

abstención judicial, aunque la intervención no esté vedada. 

C.F.S.E. v. Unión de Médicos, supra; UCPR v. Triangle 

Engineering Corp., 136 DPR 133 (1994).   Así, pues, la 

trayectoria de las revisiones en materia de arbitraje obrero-

patronal se caracteriza por una marcada deferencia hacia los 

laudos de arbitraje. En consonancia con este principio se ha 

reiterado que un laudo fundamentado en la sumisión voluntaria 

de las partes está sujeto a revisión judicial sólo si las partes 

convienen en que la controversia sometida al árbitro sea 

resuelta conforme a derecho. (énfasis nuestro) J.R.T. v. Hato 

Rey Psychiatric Hosp., 119 DPR 62 (1987).  En ausencia de 

disposición expresa a esos efectos, un laudo sólo puede ser 

impugnado si se demuestra la existencia de fraude, conducta 

impropia del árbitro, falta del debido proceso de ley, ausencia de 

http://advance.lexis.com/api/document?collection=cases&id=urn:contentItem:3SKM-6T60-0060-S2R5-00000-00&context=
http://advance.lexis.com/api/document?collection=cases&id=urn:contentItem:3SKM-6T60-0060-S2R5-00000-00&context=
http://advance.lexis.com/api/document?collection=cases&id=urn:contentItem:3SKM-6T60-0060-S2R5-00000-00&context=
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jurisdicción, omisión en resolver todas las cuestiones en 

controversia que se sometieron o que el mismo resulte contrario 

a la política pública.  J.R.T. v. Junta Adm. Muelle Mun. de Ponce, 

122 DPR 318 (1988).  Lo anterior implica que “un laudo no 

puede anularse por meros errores de criterio ya sean éstos en 

cuanto a la ley o en cuanto a los hechos”. C.O.P.R. v. S.P.U.,  

supra. 

 En cambio, si las partes pactan que el laudo arbitral sea 

conforme a derecho, los tribunales podrán corregir errores 

jurídicos en atención al derecho aplicable.  En tal supuesto, 

la revisión judicial de los laudos de arbitraje es análoga a la 

revisión judicial de las decisiones administrativas. C.F.S.E. v. 

Unión de Médicos, supra; Rivera v. Dir. Adm. Trib., 144 DPR 808 

(1998); Condado Plaza v. Asoc. Emp. Casinos P.R., 149 DPR 347 

(1999). (énfasis nuestro).   En esas instancias, los árbitros están 

obligados a resolver las controversias conforme a las doctrinas 

legales prevalecientes y aceptadas. Aut. Puertos v. HEO, supra.    

El laudo conforme a derecho, faculta a cualquiera de las partes a 

acudir ante el foro judicial a impugnar el laudo emitido, no sólo 

en cuanto a las causas de nulidad tradicionalmente reconocidas2, 

sino para revisar la colección y validez jurídica del laudo emitido. 

U.I.L. de Ponce v. Dest. Serrallés, Inc., 116 DPR 348; Sonic 

Knitting Industries v. I.L.G.W.U., 106 DPR 557 (1977).  Por 

consiguiente, “las decisiones del árbitro [que sean] contrarias a 

las leyes y normas interpretativas de derecho sustantivo, 

emitidas por los Tribunales Supremos de Estados Unidos y 

Puerto Rico en el campo de derecho laboral, invalidan 

jurídicamente” la decisión arbitral.  C.O.P.R. v. S.P.U., supra; 

J.R.T. v. Vigilantes, 125 D.P.R. 581, 593 (1990).  En fin, cuando 

                                                 
2
 Fraude, conducta impropia, falta del debido procedimiento en la celebración de la 

vista, violación de la política pública, falta de jurisdicción y que el laudo emitido no 

resuelve todas las cuestiones en controversia que se sometieron. J.R.T. v. Otis 
Elevator Co., 105 DPR 195 (1976); Junta Relaciones del Trabajo v. N.Y.&P.R. S/S. Co., 
69 DPR 782 , 800 (1949). 
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exista la obligación de que los laudos se emitan conforme a 

derecho la revisión judicial será más incisiva por lo cual “los 

tribunales podrán corregir errores jurídicos en referencia al 

derecho aplicable”. Aut. Puertos v. HEO, supra; Condado Plaza v. 

Asoc. Emp. Casinos P.R., supra.   

A la luz de la antes mencionada normativa, evaluamos.   

El acuerdo de sumisión que rigió los procedimientos entre 

la Unión y Suiza establecía que, “el Honorable Árbitro determine, 

de acuerdo al convenio colectivo, la prueba y el derecho 

vigente aplicable, si el despido del Sr. Lucas Martínez, estuvo o 

no justificado.” (énfasis nuestro).  A su vez, el Convenio 

Colectivo suscrito entre Suiza Dairy Corp. y la Unión (2009-

2012), en el Artículo VIII (f) indica que “el laudo del árbitro, 

siempre que sea conforme a derecho y a la evidencia 

presentada, será final y obligatorio para las partes”. (énfasis 

nuestro)  Vemos, que el Convenio Colectivo reconoce que los 

laudos se pueden emitir conforme a derecho.  En armonía con 

ello, el acuerdo de sumisión, que rigió las labores del árbitro, 

estableció que se resolviera la controversia de acuerdo al 

derecho vigente.   Así pues, resulta incontrovertible que el laudo 

se tenía que resolver conforme las normas de derecho vigentes.  

En esas circunstancias, el laudo estaba sujeto a la revisión 

judicial, en cuyo caso el tribunal revisor tiene facultad para 

evaluar la corrección y validez jurídica del laudo emitido.  

Esto es, los tribunales deben corregir errores jurídicos en 

atención al derecho aplicable.   Véase C.F.S.E. v. Unión de 

Médicos, supra (énfasis nuestro).  En el presente caso, el TPI 

aunque esbozó el derecho aplicable en cuanto a la revisión de 

laudos, no evaluó los señalamientos de error que se le 

presentaron, a los fines de revisar la corrección y validez jurídica 



 
 

 

KLCE201600380 

 

8 

del laudo.  El TPI se limitó a mencionar los factores que se 

analizan en laudos que no son conforme a derecho, lo cual no le 

era aplicable, pues el Laudo a revisar, se tenía que emitir 

conforme a derecho.  En ese escenario, el TPI tenía que 

evaluar si el árbitro aplicó correctamente el derecho y atender 

los errores señalados en el recurso en toda su extensión.  

DICTAMEN  

 

Por los fundamentos antes expresados, expedimos el auto 

y REVOCAMOS el dictamen del TPI.   Se devuelve el asunto al 

foro de instancia para la revisión de los señalamientos de error. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones.  

  

  

  

Dimarie Alicea Lozada  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 


